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Advertencia legal: Este análisis sólo contiene información general y no se refiere a un supuesto en particular. Su contenido no se puede 

considerar en ningún caso recomendación o asesoramiento legal sobre cuestión alguna.

N. de la C.: En las citas literales se ha rectificado en lo posible —sin afectar al sentido— la grafía de ciertos elementos (acentos, mayúsculas, 

símbolos, abreviaturas, cursivas...) para adecuarlos a las normas tipográficas utilizadas en el resto del texto.
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El Tribunal Supremo se ha pronunciado sobre el carácter auténticamente excepcional 
de las circunstancias que permiten ampliar el procedimiento hasta un plazo igual  
al establecido. 

Como es sabido, en los procedimientos sancionadores o en los que la Administración ejerce potes-
tades sancionadoras o de intervención desfavorables, la falta de resolución del expediente en el 
plazo máximo legal provoca su caducidad (art. 25.1a de la Ley de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas o LPAC). Esta caducidad obliga a archivar el procedi-
miento y, de no hacerse así, la jurisprudencia ha precisado que la sanción eventualmente impuesta 
incurriría en causa de nulidad de pleno derecho (SSTS de 10 de enero del 2017 —rec. 1943/2016— y 
de 19 de abril del 2018 —recs. 2412/2015 y 2054/2017—). 

Para evitar la caducidad, la Administración puede, o bien suspender el procedimiento —cuando 
concurra alguna de las causas que enuncia el artículo 22 de la ley mencionada—, o bien, como en el 
caso que aquí nos ocupa, declarar su suspensión. Todo ello sin perjuicio de que, cuando el procedi-
miento se haya paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpa el plazo para resolver 
y notificar la resolución (art. 25.3 LPAC). 
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Pues bien, la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas prevé 
tres posibles suspensiones del plazo máximo para resolver que podemos denominar suspensión 
ordinaria, suspensión extraordinaria y suspensión por motivos técnicos: 

a) La suspensión ordinaria del plazo puede acordarse, siempre que no exista precepto en contrario 
de oficio o a instancia de parte, bastando para ello que «las circunstancias así lo aconsejen y 
no se perjudiquen derechos de terceros» (art. 32 LPAC). Esta suspensión puede acordarse por 
un plazo que no exceda de la mitad del establecido.

b) La suspensión extraordinaria únicamente la puede acordar de oficio la Administración  
cuando «el número de las solicitudes formuladas o las personas afectadas pudieran suponer 
un incumplimiento del plazo máximo de resolución» y siempre que, previamente, se hayan  
habilitado y agotado todos los medios materiales y personales disponibles para poder resolver  
en plazo (art. 23 en relación con el art. 21.5). Esta suspensión puede acordarse por un plazo que 
no exceda del establecido en el procedimiento. 

c) Por motivos técnicos, la suspensión la podrá acordar de oficio la Administración «cuando una 
incidencia técnica haya imposibilitado el funcionamiento ordinario del sistema o aplicación que 
corresponda, y hasta que se solucione el problema». En este caso, la Administración publicará 
en la sede electrónica tanto la incidencia técnica acontecida como la ampliación concreta.

En los tres casos, el acuerdo sobre la ampliación deberá producirse antes del vencimiento del  
plazo, se notificará a los interesados (mediante publicación en la sede electrónica en el tercero) y 
no será susceptible de recurso alguno, sin perjuicio del que quepa interponer contra la resolución 
que ponga fin al procedimiento. Además, todos los acuerdos de ampliación deberán ser motiva-
dos por disponerlo así el artículo 35.1e de la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 

Ahora bien, mientras que en la suspensión ordinaria, para cumplir con este deber de motivación, 
basta con alegar cualquier circunstancia que la justifique y con acreditar que no se perjudican 
intereses de terceros, para que se acuerde la suspensión extraordinaria no es suficiente con la in-
vocación formal de las circunstancias, sino que «ha de constar su real incidencia en el discurrir 
 del procedimiento». 

Así lo ha declarado la reciente Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de febrero del 2020  
(rec. 449/2018), al recordar que, para que la suspensión extraordinaria sea válida y surta efecto, es 
necesario que necesariamente concurran los dos requisitos que exige el artículo 23, esto es:

a) el agotamiento de la dotación de medios materiales y personales disponibles;

b) que la suspensión se motive en circunstancias excepcionales. 



Para más información, consulte nuestra web www.ga-p.com o diríjase al siguiente e-mail de contacto: info@ga-p.com.
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En el caso de autos, el Tribunal de Cuentas había acordado la suspensión de un procedimiento 
sancionador por un plazo igual al conferido por la ley. Si bien la sentencia considera acreditado 
el primero de los requisitos (por haberse dictado una resolución del Pleno del Tribunal de Cuentas 
atendiendo a la solicitud de medios realizada por el instructor para poder cumplir con el despacho 
adecuado de los expedientes), estima en cambio que no concurre el segundo porque ninguna de 
las razones empleadas constituye, a juicio del tribunal, una «circunstancia extraordinaria». 

Lo interesante de este pronunciamiento del Tribunal Supremo es la interpretación tan restrictiva 
que hace de la motivación por circunstancias excepcionales, no admitiendo que revistieran este 
carácter ninguna de las tres siguientes que alegaba la Administración y, en particular, estas dos: 

a) El elevado número de asuntos que habían de ser instruidos y resueltos simultáneamente 
en el Tribunal de Cuentas para evitar que prescribiese el procedimiento, los cuales hacían 
necesario que el instructor contase con el tiempo necesario para poder llevar a cabo las ac-
tuaciones de todos ellos. Esta circunstancia —dice la sentencia— es «ajena al procedimien-
to y deriva del hecho reconocido de haber nombrado instructor de todos los expedientes  
a la misma persona».

b) El hecho de que las actuaciones pendientes coincidieran con el periodo de vacaciones es-
tivales y las dificultades que ello suponía. Tampoco esto se considera una circunstancia 
excepcional, pues «los tiempos del expediente vienen determinados desde su fecha de  
incoación y su tramitación ordinaria es una garantía para el derecho del expedientado».


